
SEÑOR 
JUZGADO 002 PROMISCUO MUNICIPAL DE FONSECA (LA GUAJIRA) 
E.   S.   D.  

 
 

REFERENCIA:   Ejecutivo Singular 
DEMANDANTE:  BANCO DAVIVIENDA 
DEMANDADO:  SEREMAN POSSO CABRIA CC 71254261 
RADICADO:       44279408900120220019600  
 
ACREEDOR GARANTIZADO: RCI COLOMBIA S.A. COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO 

 
ASUNTO: INTERVENCIÓN DE ACREEDOR Y SOLICITUD DE LEVANTAMIENTO DE MEDIDA DE EMBARGO 

PLACAS FWW656 
 
 
CAROLINA ABELLO OTALORA, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., abogada en ejercicio 
e identificada como aparece al pie de mi firma, actuando en calidad de apoderada del Acreedor garantizado dentro 
del proceso de la referencia y de EJECUCION DE GARANTIA MOBILIARIA POR PAGO DIRECTO, conforme el poder 
previamente radicado en su despacho para hacer valer la garantía mobiliaria. Me permito solicitar a su Honorable 
Despacho judicial tener en cuenta las siguientes apreciaciones: 
 

HECHOS: 
 
PRIMERO: RCI COLOMBIA S.A. COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO otorgó un crédito de vehículo bajo pagaré 
1001688071 el cual se encontraba respaldado con prenda sin tenencia a favor de RCI COLOMBIA S.A. 
COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO registrada en la plataforma del RUNT – REGISTRO ÚNICO NACIONAL DE 
TRÁNSITO conforme a vehículo identificado con placas FWW656. 
 
SEGUNDO: Producto del incumplimiento al pago, el acreedor garantizado inicia trámite de pago directo inmerso 
en el Decreto 1835 del 2015 y Ley 1676 del 2013 a fin de recuperar primero la tenencia sobre el vehículo de placas 
FWW656 y al mismo tiempo la posesión. Artículo 2.2.2.4 2.3 y articulo 60 Ley 1676 del 2013. 

 
TERCERO: Conforme a cláusula DÉCIMO CUARTA del contrato de prenda, las partes fijaron que “en caso de 
incumplimiento de las obligaciones garantizadas con el presente contrato, las partes acuerdan que la ejecución de 
la garantía se hará según lo previsto en la Ley 1676 de 2013”. 

 
Adicional a ello dentro del mencionado documento el aquí ejecutado acepto de manera voluntaria “LAS PARTES 
ACUERDAN QUE RCI COLOMBIA PODRÁ UNA VEZ ADQUIERE LA TENENECIA, HACERSE A LA 
PROPIEDAD DE LOS BIENES OBJETO DE ESTA GARANTIA SIN NECESIDAD DE ADELANTAR TRAMITE 
ADICIONAL A LA INSCRIPCION DE REGISTRO NACIONAL DE GARANTIAS DEL CORRESPONDIENTE 
FORMULARIO REGISTRAL DE EJECUCION” el cual anexo al presente escrito y que cuenta con fecha del 21 DE 
MARZO DE 2023. 

 
CUARTO: En atención a lo anteriormente mencionado, desde email de CONFECAMARAS se remitió al correo del 
aquí ejecutado, buscando reacción en el demandado que lo alentara a una conciliación factible con RCI COLOMBIA 
S.A. COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO, pues para dicha fecha no había sido posible concretar acuerdo de pago 
con este, a pesar de haberse efectuado correspondiente gestión de cobro.  Dando estricto cumplimiento al ítem 
primero del artículo 2.2.2.4.2.3 “inscribir formulario de ejecución en el REGISTRO NACIONAL DE GARANTIAS 
MOBILIAIRIAS”. 
 
QUINTO: Sin ningún acercamiento por parte del ejecutado, se procedió a remitir SEGUNDA comunicación escrita 
al email del aquí demandando, en donde se le informaba de la ejecución de su garantía por el incumplimiento y la 
voluntad de mi representado, en concretar una fecha de pago de la mora que presentaba para la fecha. A su vez, 
dentro de la misma comunicación y conforme al contrato de garantía mobiliaria en su cláusula MECANISMO DE 
EJECUCIÓN, se manifiesta que podrá hacer entrega voluntaria del automotor dando estricto cumplimiento al paso 
a paso del artículo 2.2.2.4.2.3, en su ítem primero “avisar a través del medio pactado para el efecto o mediante 
correo electrónico, al deudor y al garante acerca de la ejecución”. Lo anterior sin desconocer que dualmente se 
realizaba gestión de cobro en aras de evitar un proceso judicial el cual acarrearía gastos adicionales.  

 
SEXTO: Pasado el termino establecido por la norma, en su artículo 2.2.2.4.2.3 en su ítem segundo, que me permito 
citar en los siguientes términos “si pasados 5 días contactados de la solicitud al garante, no hace entrega voluntaria 



del bien este último podrá solicitar a la autoridad jurisdiccional competente la APREHENSIÓN Y ENTREGA DEL 
BIEN SIN QUE MEDIE PROCESO O TRAMITE DIFERENTE AL DISPUESTO EN ESTA SECCIÓN A 
APREHENSIÓN Y ENTREGA”. Por lo que se radico solicitud de EJECUCIÓN DE GARANTÍAA MOBILIARIA 
POR PAGO DIRECTO que correspondió por reparto al JUZGADO 004 CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR, 
fecha para la cual el aquí demandado, presentaba días en mora.  
 
SÉPTIMO:  Para lo propio el día 13 DE JULIO DE 2023 el JUZGADO 004 CIVIL MUNICIPAL DE VALLEDUPAR 
con RAD: 20001400300420230017800 conforme a lo establecido artículo 2.2.2.4.2.3 inciso 1 numeral 1 del Decreto 
1835 del 2015 y Ley 1676 del 2013; procedió a admitir la solicitud de aprehensión y entrega del rodante:  
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OCTAVO: Así las cosas y en tratándose de un mecanismo de jurisdicción especial consagrado en el Decreto   1835 
del 2015 y Ley 1676 del 2013 no se debió realizar el embargo del mismo por parte de su honorable despacho, por 
los motivos que esbozo a continuación: 

 
1. El artículo 21 de la Ley 1676 del año 2013 establece: “MECANISMOS PARA LA OPONIBILIDAD DE LA 

GARANTÍA MOBILIARIA. Una garantía mobiliaria será oponible frente a terceros por la inscripción en el 
registro o por la entrega de la tenencia o por el control de los bienes en garantía al acreedor garantizado o 
a un tercero designado por este de acuerdo con lo dispuesto en el presente título, razón por la cual no se 
admitirá oposición ni derecho de retención frente a la ejecución de la garantía, a la entrega, a la subasta o 
a cualquier acto de ejecución de esta en los términos establecidos en esta ley”. 

 
2. Así mismo el artículo 48 Ibidem establece: “Una garantía Mobiliaria que sea oponible mediante su 

inscripción en el registro… TENDRA PRELACION SOBRE AQUELLA GARANTIA que no hubiere sido 
Inscrita”. Valga decir, prima la fecha de inscripción de la garantía Mobiliaria ante Confecámaras, y en este 
evento RCI COLOMBIA S.A. COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO como se le demuestra sumariamente a 
su despacho inscribió primero la Garantía ante Confecámaras. 

 
3. De acuerdo con lo contemplado en el artículo 55 y 56 de la Ley 1676 del 2013 en donde se establecen las 

reglas de prelación de garantías mobiliarias, establece LA PRELACIÓN DE LAS GARANTÍAS 
MOBILIARIAS SOBRE CRÉDITOS SE DETERMINARÁ POR EL MOMENTO DE SU INSCRIPCIÓN EN 
EL REGISTRO. La prelación de las obligaciones fiscales y tributarias en garantías mobiliarias operará solo 
en el evento en que la entidad pública obtenga la garantía a su favor y se encuentren debidamente 
registradas de manera previa a los demás acreedores. 

 
4. Norma concordante: Ley 1676 del 2013 y Decreto 1835 del 2015, de las cuales se establece el respaldo 

del crédito con bienes específicos, por lo que se establece el derecho de retención como presupuesto 
para mantener la preferencia que se acompaña en el registro de tradición y registro de ejecución que me 
permito adjuntar. 
 

 Manifestado lo anterior y dado que el acreedor garantizado RCI COLOMBIA S.A. COMPAÑÍA DE 
FINANCIAMIENTO ejerció PRIMERO su derecho de inscripción y ejecución ante CONFECAMARAS y 
obtener de esta manera la apropiación del vehículo no debió su despacho judicial proceder con el embargo 
del automotor, pues la norma establece la PRELACIÓN de quien debió de haber inscrito primero ante 
Confecámaras dicha determinación de ejecución de la garantía Mobiliaria. 

 
5.  En atención al pronunciamiento efectuado por la SUPERINTENDECIA DE SOCIEDADES en su escrito 

Oficio No. 220-001787 del 08 de enero del 2020 de referencia: Garantías mobiliarias y prelación de 
Gravámenes, que me permito citar en los siguientes términos, se manifiesta que: “…una garantía que sea 



oponible mediante su inscripción ene le registro. Tendrá prelación sobre aquella garantía que no 
hubiese sido inscrita” de otro lado también hace mención que “entre una garantía mobiliaria oponible 
a terceros mediante su inscripción en el registro y una garantía mobiliaria oponible a terceros por 
cualquier otra forma prevista en la ley, la prelación será determinada, cualquiera que sea la fecha 
su constitución…” lo que deja en evidencia que mi poderdante podrá adjudicarse el bien, sin 
impedimento o trámite diferente. 

 
6. Así mismo, retomando la línea jurisprudencial de los Juzgados Civiles Municipales del Circuito, que en 

reiteradas oportunidades han sentado la posición que me permito citar: “… de lo anterior es evidente que, 
en el presente asunto, la garantía que ostenta la entidad financiera, prevalece sobre esta otra, pues 
para la vigencia de esta ley , prevalecía frente a los demás créditos, siempre y cuando su 
inscripción en el Registro sea o hubiere sido con antelación al de las otras” como efecto sucede en 
el presente caso. 

 
7. Por otro lado, me permito aclara a su Despacho, el concepto emitido por la DIAN, respecto a estas 

limitaciones, la Ley 1676 de 2013: 
 

“Artículo 48. Prelación entre garantías constituidas sobre el mismo bien en garantía. La prelación de una 
garantía mobiliaria sin tenencia, incluyendo la de sus bienes derivados o atribuibles, constituida de 
conformidad con esta ley, así como gravámenes surgidos por ministerio de la ley, judiciales y tributarios, se 
determina por el momento de su inscripción en el registro, la cual puede preceder al otorgamiento del contrato 
de garantía.  
 
Una garantía mobiliaria que sea oponible mediante su inscripción en el registro tendrá prelación sobre aquella 
garantía que no hubiere sido inscrita.” 

 
Respecto a la temporalidad exigida para la prelación de la garantía se observa que fue inscrita (27 DE FEBRERO 
DE 2019) antes del embargo (03 DE MARZO DE 2023) registrado en el RUNT. 
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NOVENO: Según se puede validar la fecha de INSCRIPCIÓN INICIAL DE GARANTÍA MOBILIARIA, se realizó el 
día 27 DE FEBRERO DE 2019.  
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Expuesto lo anterior, y teniendo en cuenta que RCI COLOMBIA S.A. COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO en calidad 
de acreedor garantizado reconocido judicialmente del vehículo de placas FWW656 tiene mayor derecho respecto del 
bien embargado dentro del este proceso, SOLICITO de manera urgente e inmediata: 

 
PRETENSIÓN 

 
1. ORDENAR el levantamiento de las medidas cautelares (embargo, captura y secuestro), que dentro del 

proceso de la referencia se hayan decretado sobre el vehículo de placas FWW656 entendiendo que al no 
existir posibilidad de desplazar el embargo por parte de un trámite especial como lo es el proceso de 
Garantía Mobiliaria de que trata la Ley 1676 de 2013, será entonces procedente que así lo realizare este 
despacho.  
 

2. Expedir y remitir el respectivo oficio que ordena el levantamiento de la medida de embargo con su respetiva 



firma electrónica al correo electrónico marisol.maldonado750@aecsa.co, carolina.abello911@aecsa.co y 
notificaciones.rci@aecsa.co, lina.bayona938@aecsa.co a fin de proceder con su respectiva radicación 
ante el Organismo de Tránsito y entidades correspondientes. 

 
 

ANEXOS 
 

1. Certificado de existencia y representación legal de RCI COLOMBIA S.A. COMPAÑIA DE 
FINANCIAMIENTO, que registra el correo dispuesto para efectos de notificaciones judiciales, mismo del que 
me fue conferido poder previamente radicado en su despacho. 

 
2. Copia del registro de inscripción y ejecución RCI COLOMBIA S.A. COMPAÑIA DE FINANCIAMIENTO ante 

Confecámaras. 
 

3. Copia del contrato de prenda contraído entre quien figura como demandado en este caso y mi poderdante 
RCI COLOMBIA S.A. COMPAÑIA DE FINANCIAMIENTO S.A.  

 
4. Copia del auto admite y oficio de aprehensión dentro del proceso de PAGO DIRECTO. 

 
5. Copia de oficio No. 220-001787 del 08 de enero del 2020 EXPEDIDO POR LA SUPERINTENDENCIA 

DE SOCIEDADES. 
 

6. Concepto de la DIAN sobre la prelación de la garantía Mobiliaria. 
 

7. Auto expedido por el JUZGADO 02 CIVIL MUNICIPAL DE MANIZALES que aceptó el levantamiento de 
las medidas cautelares, únicamente a forma ilustrativa. 

 
8. Auto expedido por el TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO DE SINCELEJO SALA CIVIL FAMILIA, en 

donde se falla en favor de acreedor garantizado garantía mobiliaria ordenando el levantamiento de las 
medidas cautelares, únicamente a forma ilustrativa. 

 
NOTIFICACIONES 

 
Dirección física: Av. Américas N. 46-41- Bogotá 
Correo electrónico: carolina.abello911@aecsa.co, notificaciones.rci@aecsa.co , 
marisol.maldonado750@aecsa.co, lina.bayona938@aecsa.co  
 
 
 
Del señor Juez. 
 
 
 
Cordialmente, 

 
 
 CAROLINA ABELLO OTALORA 
C.C. No. 22.461.911 de Barranquilla 
T.P. No. 129.978 del C. S. de la   
MARISOL MALDONADO 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL 
VALLEDUPAR- CESAR 

Teléfono: 5802356 
Calle 14 Carrera 14 Esquina Piso 5° 

Correo Electrónico Institucional: j04cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Valledupar, 02 de agosto de 2023 
 
OFICIO N° 1124 
 
Señores: 
POLICÍA NACIONAL SIJIN-SECCIONAL AUTMOTORES 
E-mail: mebog.sijin-radic@policia.gov.co  
 
Doctora:  
CAROLINA ABELLO OTÁLORA 
E- mail: carolina.abello911@aecsa.co -  lina.bayona938@aecsa.co  
 
Referencia                : SOLICITUD DE APREHENSIÓN Y ENTREGA DE GARANTÍA MOBILIARIA 
Acreedor Garantizado   : RCI COLOMBIA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO NIT: 900.977.629 -1 
Garante                : SEREMAN POSSO CABRIA  - C.C.: 71.254.261 
Radicado                : 200014003004-2023-00178-00 
Providencia                    :  AUTO DECIDE SOLICITUD DE APREHENSIÓN Y ENTREGA 
                                            DE GARANTÍA MOBILIARIA. 
 
Les comunico que este despacho judicial en la providencia de fecha 12 de julio de 2023, dispuso textualmente lo 
siguiente:  
 
PRIMERO. -  ADMITIR proceso especial de Aprehensión y Entrega de Garantía Inmobiliaria seguido por RCI COLOMBIA 
COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO contra de SEREMAN POSSO CABRIA. 
 
SEGUNDO:  ORDENAR r la aprehensión y entrega del vehículo distinguido con las siguientes características: características 
PLACAS FWW656; CLASE AUTOMOVIL; MARCA RENAULT; LINEA SEDAN; MODELO 2019; COLOR GRIS ESTRELLA; 
NÚMERO DE CHASIS: 9FB5SREB4KM812128; NÚMERO DE MOTOR: A812UF18540; SERVICIO PARTICULAR, de 
propiedad de SEREMAN POSSO CABRIA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 71.254.261, en favor de RCI 
COLOMBIA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO. 
 
TERCERO. - OFÍCIESE a la Policía Nacional, para que proceda a la Inmovilización del vehículo antes descrito de placas 
FWW656 y, una vez efectuado, inmediatamente se sirva ponerlo a disposición de este Juzgado en algunos de los parqueaderos 
autorizados por el Consejo Superior de la Judicatura, para efectos de su entrega al Acreedor Garantizado. 
 
CUARTO. - Reconózcasele personería para actuar dentro del presente proceso a la abogada CAROLINA ABELLO OTÁLORA, 
identificada con C.C. 22.461.911 portadora de la T.P. No. 129.978 del C.S. de la J., como apoderada judicial de RCI COLOMBIA 
COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO. 
 

Sírvase obrar de conformidad, 
 
Enviar respuesta al correo del Centro de Servicios de los Juzgados Civiles y de Familia al correo 
csercfvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co   
 
Atentamente, 
 

JHON JAIRO DANGON PALOMINO 

Secretario. 
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Firmado Por:

Jhon Jairo Dangon Palomino

Secretario

Juzgado Municipal

Civil 004

Valledupar - Cesar
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 1e2d0099b09f3f94032b7821127c2797373f44078c45ae459be65f9bbdbc53b5

Documento generado en 04/08/2023 06:09:42 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL 

VALLEDUPAR- CESAR 
Teléfono: 5802356 

Calle 14 Carrera 14 Esquina Piso 5° 
Correo Electrónico Institucional: j04cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

VALLEDUPAR, DOCE (12) DE JULIO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 
 

Referencia  : SOLICITUD DE APREHENSIÓN Y ENTREGA DE GARANTÍA MOBILIARIA 
Acreedor Garantizado : RCI COLOMBIA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO    NIT.: 900.977.629-1 
Garante                          : SEREMAN POSSO CABRIA              C.C.: 71.254.261 
Radicado  : 20001-40-03-004-2023-00178-00 

Providencia  : AUTO ORDENA LA APREHENSIÓN Y ENTREGA DE GARANTÍA MOBILIARIA 

 
ASUNTO POR RESOLVER 

 
La apoderada judicial de la entidad demandante RCI COLOMBIA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO 
presentó solicitud de orden de aprehensión y entrega de garantía mobiliaria, señalando que el señor 
SEREMAN POSSO CABRIA suscribió con RCCI COLOMBIA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO un 
contrato de prenda sin tenencia- garantía mobiliaria sobre el vehículo distinguido con las siguientes 
características PLACAS FWW656; CLASE AUTOMOVIL; MARCA RENAULT; LINEA SEDAN; 
MODELO 2019; COLOR GRIS ESTRELLA; NÚMERO DE CHASIS: 9FB5SREB4KM812128; 
NÚMERO DE MOTOR: A812UF18540; SERVICIO PARTICULAR. 
 
Que el señor SEREMAN POSSO CABRIA incumplió las obligaciones de crédito contraídas y por lo 
tanto, la entidad demandante acudió al mecanismo de ejecución de pago directo, inscribiendo la 
respectiva ejecución de la garantía mobiliaria en el Registro de Garantías Mobiliarias y que han 
solicitado al deudor la entrega voluntaria del bien garantizado; no obstante, ha transcurrido más de 
cinco (5) días después de la solicitud y el deudor no ha realizado la entrega voluntaria del vehículo, 
por lo que solicita se ordene la aprehensión y entrega material del vehículo objeto de garantía 
mobiliaria.  
 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 
 

La Ley 1676 de 2013 tiene como finalidad aumentar el acceso al crédito mediante la ampliación de 
bienes que pueden ser objeto de garantía mobiliaria, simplificando la constitución, oponibilidad, 
prelación y ejecución de las mismas; esta normatividad, establece en su articulado varios mecanismos 
para hacer efectivas las garantías cuando haya lugar a ello, exactamente en los artículos 60 a 62; 
estableciéndose dentro de esos mecanismos el de Pago Directo. 

 
Respecto a la injerencia del Juez en la ejecución de la garantía mobiliaria por pago directo, lo primero 
que hay que decir es que la competencia recae sobre el Juez Civil y la Superintendencia de 
Sociedades a prevención, en el evento en que el garante sea una sociedad sometida a su vigilancia; 
esto de conformidad con el artículo 57 de la mencionada ley 1676 de 2013; en segundo lugar, y 
continuando con la intervención del Juez en estas ejecuciones, el parágrafo 2 del artículo 60 de la  
legislación citada, precisa lo siguiente:  
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JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL 
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Teléfono: 5802356 

Calle 14 Carrera 14 Esquina Piso 5° 
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“PARÁGRAFO 2o. Si no se realizare la entrega voluntaria de los bienes en poder del garante 
objeto de la garantía, el acreedor garantizado podrá solicitar a la autoridad jurisdiccional 
competente que libre orden de aprehensión y entrega del bien, con la simple petición del acreedor 
garantizado.” 

 
Así mismo, el Decreto 1835 de 2015, que modifica y adiciona normas en materia de Garantías 
Mobiliarias, el cual, en su artículo 2.2.2.4.2.3 numeral 2, señala que “en caso de que el acreedor 
garantizado no ostente la tenencia del bien en garantía, procederá́ a aprehenderlo de conformidad con lo 
pactado. Cuando no se hubiere pactado o no sea posible dar cumplimiento al procedimiento de aprehensión 
del bien en garantía, el acreedor garantizado podrá́ solicitar la entrega voluntaria del bien por parte del garante, 
mediante comunicación dirigida a la dirección electrónica según conste en el Registro de Garantías Mobiliarias. 
Si pasados cinco (5) días contados a partir de la solicitud el garante no hace entrega voluntaria del bien al 
acreedor garantizado, este último podrá́ solicitar a la autoridad jurisdiccional competente la aprehensión y 
entrega del bien sin que medie proceso o trámite diferente al dispuesto en esta sección frente a aprehensión y 
entrega.” 

 
Ahora, teniendo en cuenta lo anterior, es claro que esta célula judicial es competente para conocer de 
la solicitud de Aprehensión y Entrega de Garantía Mobiliaria presentada por RCI COLOMBIA 
COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO, a través de apoderada judicial, dado que el garante es una 
persona natural, no una sociedad sometida a vigilancia de la Superintendencia de Sociedades. 

 
Al examinar las pruebas documentales allegadas por la apoderada judicial del acreedor garantizado, 
el Despacho encuentra demostrado que entre RCI COLOMBIA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO. y 
el señor SEREMAN POSSO CABRIA suscribieron el 12 de febrero de 2019 un contrato de garantía 
mobiliaria (prenda sin tenencia) sobre el vehículo de placas FWW656; en el cual se establece que, en 
caso de incumplimiento por parte del garante de cualquiera de las obligaciones pactadas en el 
contrato, el acreedor garantizado podrá satisfacer su crédito a través la garantía mobiliaria haciendo 
uso del mecanismo del pago directo, de acuerdo en lo previsto en la Ley 1676 del 2013. Por lo tanto, 
al verificarse el incumplimiento del señor SEREMAN POSSO CABRIA, la entidad RCI COLOMBIA 
COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO, procedió a realizar el registro de ejecución de la garantía 
mobiliaria, inscrita ante la Confecámaras el día 21 de marzo de 2023, y dio aviso al deudor y garante 
sobre la ejecución de la obligación por medio del correo electrónico: SHERMANP25@HOTMAIL.COM 
el día 27 de marzo de 2023. 

 
Por todo lo expuesto, el Despacho, al considerar cumplido los requisitos contenidos en el numeral 1° 
del artículo 2.2.2.4.2.3 del Decreto 1835 de 2015, accederá a la solicitud de aprehensión y entrega del 
vehículo distinguido con las placas FWW656 en favor de RCI COLOMBIA COMPAÑÍA DE 
FINANCIAMIENTO, en calidad de acreedor garantizado y, como consecuencia, oficiará a la Policía 
Nacional para que proceda a la inmovilización del automotor y una vez efectuada se sirva ponerlo a 
disposición de este Juzgado. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
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Correo Electrónico Institucional: j04cmvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Valledupar,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: Admitir el proceso especial de Aprehensión y Entrega de Garantía Inmobiliaria seguido 
por RCI COLOMBIA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO contra de SEREMAN POSSO CABRIA. 
 
SEGUNDO: Ordenar la aprehensión y entrega del vehículo distinguido con las siguientes 
características:  características PLACAS FWW656; CLASE AUTOMOVIL; MARCA RENAULT; LINEA 
SEDAN; MODELO 2019; COLOR GRIS ESTRELLA; NÚMERO DE CHASIS: 9FB5SREB4KM812128; 
NÚMERO DE MOTOR: A812UF18540; SERVICIO PARTICULAR, de propiedad de SEREMAN 
POSSO CABRIA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 71.254.261, en favor de RCI 
COLOMBIA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO. 
 
TERCERO: Ofíciese a la Policía Nacional, para que proceda a la Inmovilización del vehículo antes 
descrito de placas FWW656 y, una vez efectuado, inmediatamente se sirva ponerlo a disposición de 
este Juzgado en algunos de los parqueaderos autorizados por el Consejo Superior de la Judicatura, 
para efectos de su entrega al Acreedor Garantizado. 
 
CUARTO: Reconózcasele personería para actuar dentro del presente proceso a la abogada 
CAROLINA ABELLO OTÁLORA, identificada con C.C. 22.461.911 portadora de la T.P. No. 129.978 
del C.S. de la J., como apoderada judicial de RCI COLOMBIA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO.  

 
Notifíquese y Cúmplase 

 
El Juez, 
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Lina P.  

 

 

 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA  
JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL 

Valledupar-cesar. 

SECRETARIA 
 

La presente providencia fue notificada  
a las partes por anotación en el 
ESTADO Nº 092 
HOY 13 DE JULIO DE 2023 
HORA: 8:00AM. 
 
JHON JAIRO DANGON PALOMINO 

Secretario 
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OFICIO 220-001787 DEL 08 DE ENENRO DE 2020 
 
 
REF: GARANTIAS MOBILIARIAS Y PRELACIÓN DE GRAVAMANES. 

 
 
Acuso recibo del escrito citado en la referencia, con el cual presenta consulta 
relativa al régimen de garantías mobiliarias, inquietudes que se resolverán desde 
el punto de vista general y abstracto.  
 
Antes de resolver lo propio debe reiterarse que la competencia de esta Entidad es 
eminentemente reglada y sus atribuciones se hayan enmarcadas en los términos 
del numeral 24 del artículo 189, en concordancia con los artículos 82, 83, 84, 85 y 
86 de la Ley 222 de 1995, y Decreto 1023 de 2012.  
 
Así, al tenor de lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 11 del Decreto 1023 de 
2012, es función de la Oficina Jurídica de esta Entidad absolver las consultas 
formuladas por los organismos públicos y privados, así como por los usuarios y 
particulares sobre las materias a su cargo y en esa medida emite un concepto u 
opinión de carácter general que como tal no es vinculante ni compromete su 
responsabilidad.  
 
Bajo esa premisa jurídica este Despacho se permite resolver las inquietudes, en el 
orden propuesto, así:  
 
1.  ³�«��6L�XQ�ELHQ�TXH�HVWi�JUDYDGR�FRQ�JDUDQWtD�PRELOLDULD�GHELGDPHQWH�
registrada ante Confecámaras, es posteriormente embargado por orden 
judicial, ¿cuál de estos gravámenes tiene prelación?  
 
El artículo 48 de la Ley 1676 de 2013, prescribe lo siguiente en torno de la 
prelación entre garantías constituidas sobre un mismo bien:  
 
³�«��$UWtFXOR�����Prelación entre garantías constituidas sobre el mismo bien en 
garantía. La prelación de una garantía mobiliaria sin tenencia, incluyendo la de sus 
bienes derivados o atribuibles, constituida de conformidad con esta ley, así como 
los gravámenes surgidos por ministerio de la ley, judiciales y tributarios, se 
determina por el momento de su inscripción en el registro, la cual puede preceder 
al otorgamiento del contrato de garantía.  
 
Una garantía mobiliaria que sea oponible mediante su inscripción en el registro, 
tendrá prelación sobre aquella garantía que no hubiere sido inscrita.  



 

 

Respecto de garantías cuya oponibilidad frente a terceros de conformidad 
con lo previsto en esta ley, ocurre por la tenencia del bien o por el control sobre la 
cuenta de depósito bancario, la prelación se determinará por el orden temporal de 
su oponibilidad a terceros.  
 
Si la garantía mobiliaria no se inscribió en el registro, su prelación contra otros 
acreedores garantizados con garantías mobiliarias no registradas será 
determinada por la fecha de celebración del contrato de garantía.  
 
Entre una garantía mobiliaria oponible a terceros mediante su inscripción en el 
registro y una garantía mobiliaria oponible a terceros por cualquier otra forma 
prevista en esta ley, la prelación será determinada, cualquiera que sea la fecha de 
constitución por el orden temporal de su inscripción o por la fecha de su 
RSRQLELOLGDG�D�WHUFHURV��GH�VHU�HVWD�DQWHULRU�´�(Subrayado fuera de texto)  
 
Aunado a ello también el artículo 49 del citado régimen de garantías mobiliarias 
dispuso:  
 
³�«��$UWtFXOR�����Prelación y otros derechos. Sin perjuicio de lo previsto en las 
disposiciones finales, referidas a la aplicación de la presente ley en el tiempo, para 
las garantías mobiliarias constituidas con anterioridad a la vigencia de esta ley, su 
prelación contra otros acreedores garantizados con garantías mobiliarias 
registradas en vigencia de la presente ley, será determinada por la fecha de su 
inscripción en el registro mercantil cuando corresponda o por el orden temporal de 
su oponibilidad a terceros, ya sea por la tenencia del bien en garantía por parte del 
acreedor garantizado o por el control.  
 
Las garantías mobiliarias constituidas con anterioridad a la vigencia de la presente 
ley, que no se hubieran inscrito en el registro mercantil, o en registro especial 
correspondiente, podrán inscribirse en el registro y su prelación estará 
determinada por el orden temporal de dicha inscripción. (Subraya fuera de texto)  
 
Así mismo, sobre la forma en que se determina el orden prelación lega sobre las 
garantías constituidas sobre el mismo bien, esta Oficina Jurídica se permite traer 
algunos de los apartes del Oficio 100-0173834 del 21 de octubre de 2014, en los 
que precisó con claridad esta temática, así:  
 
³�«��*UDYiPHQHV�-XGLFLDOHV�HQ�OD�/H\������GH������ 
 
(O�DUWtFXOR���GH�OD�/H\������GH������³3RU�OD�FXDO�VH�SURPXHYH�HO�DFFHVR�DO�FUpGLWR�
y se dictan normas sobre garantías mobiliarias" dispuso los medios de constitución 
de las garantías mobiliarias y determinó que estas pueden nacer por contrato 
entre el garante y el acreedor garantizado o por ministerio de la ley, estos últimos 
son los gravámenes judiciales, los tributarios o los derechos de retención.  
 
Los gravámenes surgidos por ministerio de la ley, tienen para efectos de su 
prelación el mismo tratamiento que las garantías mobiliarias derivadas de un 



 

 

contrato de garantía, y cuando estos versen sobre bienes muebles, su régimen de 
oponibilidad y prelación será el dispuesto por la Ley 1676 de 2013.  
 
³�«��5HJOD�GH�SUHODFLyQ�GH�ORV�JUDYiPHQHV�MXGLFLDOHV� 
 
El artículo 48 de la Ley 1676 de 2013 dispone que la prelación de una garantía 
mobiliaria sin tenencia del acreedor garantizado así como los gravámenes 
surgidos por ministerio de la ley, judicial y tributario, se determine por el momento 
de su inscripción en el registro.  
 
Lo anterior significa que los gravámenes surgidos por ministerio de la ley están 
sujetos a las reglas de registro y prelación y compiten bajo las mismas reglas de 
prioridad frente a otros acreedores con garantías mobiliarias o con otros 
gravámenes judiciales constituidos sobre los mismos bienes, por lo que tendrá 
prelación la garantía o el gravamen que se hubiere registrado con anterioridad a 
ORV�GHPiV��DSOLFDQGR�OD�UHJOD�GH�³SULPHUR�HQ�HO�WLHPSR�SULPHUR�HQ�HO�GHUHFKR´�� 
 
No sobra también mencionar a que estos aspectos también fueron regulados por 
los artículos 2.2.2.4.1.21, 2.2.2.4.1.332 y 2.2.2.4.2.783del Decreto 1835 de 2015.  
 
A partir de la vigencia de la Ley 1676 de 2013, a efectos de determinar su 
prelación, todos los gravámenes judiciales y tributarios sobre bienes muebles, 
decretados con posterioridad, deberán ser inscritos en el Registro de Garantías 
Mobiliarias. 4 
 
2.  ³�«�� En igual sentido, si en el contrato de garantía mobiliaria está 
pactado el mecanismo de pago directo, y el acreedor garantizado desea 
apropiarse del bien, pero sobre este recae un embargo judicial, ¿puede el 
acreedor garantizado solicitar el levantamiento de dicho embargo para hacer 
efectivo el mecanismo de pago directo, o qué otros medios de protección 
jurídica tiene a su disposición para hacer efectiva la garantía?  
                                            
1³�«��*5$9$0(1�-8',&,$/: Es el acto que proviene de autoridad judicial o administrativa competente, como por ejemplo 
un embargo, y cuya inscripción en el Registro de Garantías Mobiliarias es efectuada por el beneficiario de la medida, en 
cuyo favor se expide esta para efectos de oponibilidad y prelación. Lo anterior, sin perjuicio de la orden de inscripción de la 
medida cautelar ordenada por la autoridad en los registros correspondientes.  
 
2 ³�«��$UWtFXOR���������������5HJLVWUR�GH�JDUDQWtDV�VXUJLGDV�SRU�PLQLVWHULR�GH�OD�OH\��/RV�JUDYiPHQHV�MXGLFLDOHV�\�WULEXWDULRV�
de que trata el artículo 9° de la Ley 1676 de 2013, para efectos de prelación, deberán ser inscritos en el Registro de 
Garantías Mobiliarias y deberán adjuntar la orden debidamente ejecutoriada de la autoridad judicial o administrativa 
competente o de la autoridad fiscal que constituye el gravamen.  
Para el caso de los gravámenes judiciales o tributarios, los derechos y obligaciones otorgados a los acreedores 
garantizados por la Ley 1676 de 2013 y, por este capítulo, serán ejercidos por el beneficiario del gravamen judicial o por la 
autoridad fiscal nacional, departamental, distrital o municipal, según corresponda, quienes deberán efectuar el registro.  
 
3 ³�«�� $UWtFXOR� �������������� *UDYiPHQHV� MXGLFLDOHV� \� WULEXWDULRV. Las medidas cautelares decretadas y practicadas en 
procesos en curso con anterioridad al momento de la entrada en vigencia de la Ley 1676 de 2013, no requerirán del registro 
al que se refiere el artículo 85 de la mencionada ley y su prelación se sujetará a las reglas vigentes en el momento en que 
se decretó la medida.  
El momento en que se decretó o practicó la medida, determinará su prelación frente a gravámenes judiciales o tributarios y 
garantías inscritas en vigencia de la Ley 1676 de 2013.  
 
 



 

 

 
Prescribe el artículo 2.2.2.4.133 del Decreto 1835 de 2015, lo siguiente:  
 
³�«��$UWtFXOR���������������5HJLVWUR�GH�JDUDQWtDV�VXUJLGDV�SRU�PLQLVWHULR�GH�OD�
ley. Los gravámenes judiciales y tributarios de que trata el artículo 9° de la Ley 
1676 de 2013, para efectos de prelación, deberán ser inscritos en el Registro de 
Garantías Mobiliarias y deberán adjuntar la orden debidamente ejecutoriada de la 
autoridad judicial o administrativa competente o de la autoridad fiscal que 
constituye el gravamen.  
 
Para el caso de los gravámenes judiciales o tributarios, los derechos y 
obligaciones otorgados a los acreedores garantizados por la Ley 1676 de 2013 y, 
por este capítulo, serán ejercidos por el beneficiario del gravamen judicial o por la 
autoridad fiscal nacional, departamental, distrital o municipal, según corresponda, 
quienes deberán efectuar el registro�´��6XEUD\DGR�IXHUD�GH�WH[WR��� 
 
Se reitera que los gravámenes judiciales para efectos de prelación legal, deberán 
ser inscritos en el Registro de Garantías Mobiliarias, de tal suerte que aquellos 
³acreedores garantizados concurrentes´��TXH�UHFODPH�XQ�GHUHFKR�VREUH�XQ�PLVPR�
bien en garantía, que se encuentre o no en el mismo grado de prelación, su 
prelación se definirá conforme a las reglas del régimen de garantías mobiliarias de 
conformidad con lo previsto por el artículo 2.2.2.4.2.25 del Decreto 1835 de 2015.  
                                            
4³�«��$UWtFXOR��������������'HILQLFLRQHV. Para efectos de la presente sección se establecen las siguientes definiciones:  
³$FUHHdor garantizado concurrente: Aquel acreedor que reclame un derecho sobre un mismo bien en garantía, se encuentre 
R�QR�HQ�HO�PLVPR�JUDGR�GH�SUHODFLyQ��6X�SUHODFLyQ�VH�GHILQLUi�FRQIRUPH�D�ODV�UHJODV�GH�OD�/H\������GH������´� 
5 ³�«��$UWtFXOR������/HYDQWDPLHQWo del embargo y secuestro. Se levantarán el embargo y secuestro en los siguientes casos:  
1. Si se pide por quien solicitó la medida, cuando no haya litisconsortes o terceristas; si los hubiere, por aquel y estos, y si 
se tratare de proceso de sucesión por todos los herederos reconocidos y el cónyuge o compañero permanente.  
2. Si se desiste de la demanda que originó el proceso, en los mismos casos del numeral anterior.  
3. Si el demandado presta caución para garantizar lo que se pretende, y el pago de las costas.  
4. Si se ordena la terminación del proceso ejecutivo por la revocatoria del mandamiento de pago o por cualquier otra causa.  
5. Si se absuelve al demandado en proceso declarativo, o este termina por cualquier otra causa.  
6. Si el demandante en proceso declarativo no formula la solicitud de que trata el inciso primero del artículo 306 dentro de 
los treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de la sentencia que contenga la condena.  
7. Si se trata de embargo sujeto a registro, cuando del certificado del registrador aparezca que la parte contra quien se 
profirió la medida no es la titular del dominio del respectivo bien, sin perjuicio de lo establecido para la efectividad de la 
garantía hipotecaria o prendaria.  
8. Si un tercero poseedor que no estuvo presente en la diligencia de secuestro solicita al juez del conocimiento, dentro de 
los veinte (20) días siguientes a la práctica de la diligencia, si lo hizo el juez de conocimiento o a la notificación del auto que 
ordena agregar el despacho comisorio, que se declare que tenía la posesión material del bien al tiempo en que aquella se 
practicó, y obtiene decisión favorable. La solicitud se tramitará como incidente, en el cual el solicitante deberá probar su 
posesión.  
También podrá promover el incidente el tercero poseedor que haya estado presente en la diligencia sin la representación de 
apoderado judicial, pero el término para hacerlo será de cinco (5) días.  
Si el incidente se decide desfavorablemente a quien lo promueve, se impondrá a este una multa de cinco (5) a veinte (20) 
salarios mínimos mensuales.  
9. Cuando exista otro embargo o secuestro anterior.  
10. Cuando pasados cinco (5) años a partir de la inscripción de la medida, no se halle el expediente en que ella se decretó. 
Con este propósito, el respectivo juez fijará aviso en la secretaría del juzgado por el término de veinte (20) días, para que 
los interesados puedan ejercer sus derechos. Vencido este plazo, el juez resolverá lo pertinente.  
En los casos de los numerales 1, 2, 9 y 10 para resolver la respectiva solicitud no será necesario que se haya notificado el 
auto admisorio de la demanda o el mandamiento ejecutivo.  
Siempre que se levante el embargo o secuestro en los casos de los numerales 1, 2, 4, 5 y 8 del presente artículo, se 
condenará de oficio o a solicitud de parte en costas y perjuicios a quienes pidieron tal medida, salvo que las partes 
convengan otra cosa.  
En todo momento cualquier interesado podrá pedir que se repita el oficio de cancelación de medidas cautelares.  
11. Cuando el embargo recaiga contra uno de los recursos públicos señalados en el artículo 594, y este produzca 
insostenibilidad fiscal o presupuestal del ente demandado, el Procurador General de la Nación, el Ministro del respectivo 



 

 

 
Ahora bien, el acreedor con garantía mobiliaria puede iniciar en contra del deudor 
el procedimiento de ejecución de pago directo previsto por los artículos 60 de la 
Ley 1676 de 2013, en concordancia con lo previsto por los artículos 2.2.2.4.1.30, 
2.2.2.4.2.3 del Decreto 1835 de 2015. Igualmente, el acreedor garantizado puede 
solicitar el levantamiento de la medida cautelar de embargo acudiendo a lo 
previsto por el artículo 5975 y 603 del Código General del Proceso.  
 
��� ³�«�� 6L� XQ� YHKtFXOR� DXWRPRWRU� JUDYDGR� FRQ� JDUDQWtD� PRELOLDULD�� HV�
posteriormente embargado por orden de Juez Penal de Control de garantías 
para garantizar los derechos de la víctima a ser indemnizada, y el 
responsable del delito no tiene otros medios con los cuales responder por 
dicha indemnización ¿pierde el acreedor su garantía mobiliaria?  
 
Frente a las consecuencias y responsabilidades extracontractuales que se 
producen en el caso de accidentes de tránsito, esta Entidad ha reconoció la 
e[LVWHQFLD� GH� RWUD� FDOLGDG� GH� DFUHHGRUHV� GHQRPLQDGD� ³acreedores involuntarios´�
premisa que no solo es aplicable en el campo de los procesos de reorganización, 
respecto de los cuales no se encuentran sujetos ni condicionados a las reglas de 
la concursalidad, dada su especial protección de orden constitucional por 
involucrar derechos inherentes con la vida y la salud, como si lo están los 
diferentes acreedores que se encuentran con garantías mobiliarias e hipotecarias 
y demás, sino que tal connotación irrumpe en otros campos de la responsabilidad 
de la personal natural en el cual no puede desconocerse su reconocimiento.  
 
Para tal efecto, esta Oficina se permite citar algunos a partes del Oficio 220-
060144 del 17 de marzo de 2017, en el que se trató del reconocimiento y del pago 
GH� ODV� REOLJDFLRQHV� HQ� IDYRU� GH� ORV� ³acreedores involuntarios, por encima de la 
preferencia y privilegio de las obligaciones de los acreedores, así:  
 
³�«�� YLL�� )LQDOPHQWH��KD\�TXH� WHQHU� HQ� FXHQWD� TXH� VL� FRPR�FRQVHFXHQFLD� GH�XQ�
accidente de tránsito se causan daños a terceros, en concepto de esta Entidad 
podrá estarse en presencia de acreedores involuntarios, los cuales, tienen una 
posición de clara inferioridad en orden a la acreditación de su derecho, pues, salvo 
sentencia en firme, no pueden ingresar al pasivo, v. gr., quienes han 
experimentado las consecuencias de la imprudencia del conductor, empleado o 
administrador de la empresa.  
 
A ese propósito la Superintendencia de Sociedades, en Auto número 400- 001209 
del 29 de enero de 2014, mediante el cual reconoció la calidad de acreedores 
involuntarios a las personas involucradas en un accidente de tránsito, a pesar de  

                                                                                                                                     
ramo, el Alcalde, el Gobernador o el Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, podrán solicitar su 
levantamiento.  
 
Parágrafo. Lo previsto en los numerales 1, 2, 5, 7 y 10 de este artículo también se aplicará para levantar la inscripción de la 
demanda.  
 



 

 

 
que la sociedad deudora y sus acreedores ya habían celebrado un acuerdo de 
reorganización, preciso lo siguiente:  
 
³(/�75$7$0IENTO DEL ACREEDOR INVOLUNTARIO  
 
Ya se discuten en el ámbito nacional doctrinas que proponen consideraciones 
especiales en orden a generar equilibrio, para aquél acreedor que acude por vía 
de la responsabilidad civil extracontractual en el escenario de un proceso de 
insolvencia, y si bien, su presencia, por sí sola, demanda una especial 
caracterización, que no decir cuando a dicha representación de Acreedor 
Involuntario se le suman derechos fundamentales inmediatos y conexos que 
involucran la vida y la protección de la salud.  
 
Y es que, a diferencia de aquél espontaneo acreedor, el Acreedor Voluntario SI ha 
tenido la oportunidad de evaluar la situación de riesgo de insolvencia previo el 
establecimiento de una relación crediticia amparada y equilibrada en la 
celebración de un contrato con la empresa insolvente, contentivo además de 
precios que involucra el costo de asunción del riesgo, además de otras cláusulas 
sancionatorias y contemplativas de escenarios compensatorios que disminuyen el 
impacto que sobre la economía del Acreedor Voluntario y su subsistencia, le 
pueda generar el deudor insolvente.  
 
No sucede lo mismo con el Acreedor Involuntario quien debe incluir en su 
economía de manera abrupta y con ocasión de la responsabilidad de la deudora, 
la Insolvencia, los riesgos de incumplimiento de ésta, la liquidación de los 
negocios y aún peor, la disminución o imposibilidad de recaudo de la condena por 
responsabilidad extracontractual.  
 
Es aún más considerable la situación cuando están de por medio la calidad de 
vida de una persona favorecida con fallo de responsabilidad, así como sus 
dependientes, afectados en forma accidental por la sociedad deudora y 
transformando en infortunada carga para la víctima y su familia (Acreedores 
Involuntarios), compuesta por hijos menores, el día a día de persona ahora con 
discapacidad permanente y con necesidades de sufragar gastos para sobrellevar 
su invalidez y obtener, así sea con el alcance y cuantía de la decisión judicial, un 
beneficio que pueda compensar ahora, en vida y no después, tal padecimiento.  
 
Adicionalmente, la víctima del Accidente no está en posibilidad de ampararse de 
los riesgos dada la reserva propia de los comerciantes, en particular, sociedad 
comercial del tipo de las limitadas en cuyo concurso, tampoco hace parte del 
Comité de Vigilancia el Acreedor Involuntario y, si así fuere, no tendría tampoco el 
conocimiento técnico para evaluar y decidir, en los escenarios del proceso, sobre 
la situación de la concursada, como resulta ser el caso en la sociedad deudora 
condenada.  
 
 



 

 

 
EFECTO DEL HECHO ECONOMICO SOBRE EL ACUERDO RECUPERATORIO  
 
Es evidente que un hecho sobreviniente o siniestro puede impactar económica y 
financieramente la viabilidad del Acuerdo recuperatorio en ejecución y afectar la 
continuidad de la empresa, con lo cual resulta razonable su consideración y 
deliberación en el seno de los órganos de Insolvencia, para que se verifique la 
procedencia de adoptar las decisiones más consecuentes y en últimas la de 
propRQHU� HO� WUiPLWH� GH� XQD� UHIRUPD� DO� $FXHUGR� GH� 5HRUJDQL]DFLyQ«� KDFLHQGR�
especial énfasis en el cumplimiento a los Acreedores cuyos créditos fueron 
regulados por el acuerdo homologado por este Despacho y sufragar el privilegio 
de los Acreedores Involuntarios cuya calidad se reconoce por la presente 
providencia para protección de sus derechos fundamentales dada la descrita 
condición de invalidez y la afección a su núcleo familiar que incluye menores de 
edad y que, con base en estos precisos supuestos y antecedentes, debe ser 
considerado un Gasto de Administración, preferente, que impacta el flujo de caja 
de la deudor.  
 
CONCLUSION  
 
Conforme al análisis de los hechos y consideraciones aquí previstas, procederá 
éste Despacho a dejar sin efectos el fallo y a reconocer la obligación del Acreedor 
Involuntario como Gasto de Administración, por tratarse de una obligación que no 
es objeto del proceso de reorganización (artículo 25 de la Ley 1116 de 2006), en 
concordancia coQ� HO� DUWtFXOR� ��� GH� OD� /H\� ����� GH� ������ VHJ~Q� HO� FXDO�� ³/DV�
obligaciones causadas con posterioridad a la fecha de inicio del proceso de 
insolvencia son gastos de administración y tendrán preferencia en su pago sobre 
aquellas objeto del acuerdo de reorgani]DFLyQ���´� 
 
Finalmente, ha de considerarse que de conformidad con la sentencia C 5037 de 
����� OD�&RUWH�6XSUHPD�GH�-XVWLFLD�KD�VHxDODGR�TXH�� ³QR�HV� OD�QRPLQDFLyQ�GH� OD�
causal de Nulidad lo que habilita su estudio sino la sustentación fáctica que de ella 
se haga porque siempre debe propenderse porque el problema propuesto para la 
composición judicial se decida en el fondo, en el sentido más acorde con el 
GHUHFKR�\�OD�-XVWLFLD���¶¶��(O�OODPDGR�HV�QXHVWUR��´� 
 
Por lo cual, el juez de conocimiento tendrá que analizar y valorar muy bien el 
supuesto fáctico en comento a efecto de hacer el estudio de constitucionalidad de 
los derechos involucrados en este caso y de definir como deberá realizarse el 
SDJR� GH� ODV� REOLJDFLRQHV� GHO� GHXGRU� IUHQWH� DO� HYHQWXDO� ³acreedor involuntario´�
como al acreedor con garantía mobiliaria.  
 
Debe también tenerse en cuenta que para el caso de accidentes de tránsito 
resulta perentorio indicar que suele acontecer que el propietario del vehículo 
puede haber constituido póliza que garantice los daños extracontractuales en 
accidente de tránsito, como el mismo SOAT, para lo cual deberá verificarse en el 
respectivo proceso la posibilidad de que estas pólizas garantice los derechos del  



 

 

 
eventual ³DFUHHGRU� LQYROXQWDULR´, sino que también puede ocurrir que póliza que 
cubre los riesgos en comento cubren también la garantía mobiliaria, todo ello de 
conformidad con las obligaciones de garante a tono con lo previsto por el artículo 
186 de la Ley 1676 de 2013.  
 
4.  ³�«��SDUD�HIHFWRV�GH�DSURSLDFLyQ�GH�YHKtFXORV�DXWRPRWRUHV�JUDYDGRV�
con garantía mobiliaria, ¿es obligación del acreedor garantizado pagar las 
multas en que ha incurrido el deudor garante?  
 
Salvo pacto en contrario, todos los gastos e impuesto relacionados con los bienes 
dados en garantía serán asumidos por el garante, en los términos del numeral 5 
del artículo 18 de la Ley 1676 de 2013.  
 
En los anteriores términos su solicitud ha sido atendida en el plazo y con los 
efectos descritos en el artículo 28 de la Ley 1755 de 2015, que sustituyó el Título 
II, Derecho de Petición del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso, no sin antes señalar que puede consultarse en la P.Web de la 
Entidad, la normatividad, los concepto jurídicos alusivos con el tema u otro de su 
interés.  
 

                                            
6 ³�«�� $UWtFXOR� ��. Derechos y obligaciones del garante. Salvo pacto en contrario, cuando la garantía mobiliaria es sin 
tenencia del acreedor garantizado, el garante tendrá el derecho de usar, transformar y vender, permutar constituir otras 
garantías mobiliarias o alquilar los bienes en garantía en el giro ordinario de sus negocios.  
De la misma manera y salvo pacto en contrario, el garante podrá ceder o vender los créditos o cuentas por cobrar derivados 
de la venta, permuta o arrendamiento de los bienes en garantía. Su cesionario o comprador podrá efectuar los cobros 
correspondientes a esos créditos o cuentas siempre y cuando fueren atribuibles a los bienes en garantía en el giro ordinario 
de los negocios del garante y de su cesionario o comprador.  
Salvo pacto en contrario, el garante deberá:  
1. Suspender el ejercicio de los derechos de cobro cuando la entidad autorizada de que trata el artículo 64 de esta ley o el 
acreedor garantizado le notifique al garante su intención de proceder a la ejecución de la garantía mobiliaria sobre los 
bienes en garantía bajo los términos de la presente ley. El derecho de uso no se suspenderá pero el garante será 
responsable por perjuicios causados al acreedor garantizado derivados del uso del bien dado en garantía.  
2. Evitar pérdidas y deterioro de los bienes en garantía y hacer todo lo necesario para dicho propósito.  
3. Permitir que el acreedor garantizado inspeccione los bienes en garantía para verificar su cantidad, calidad y estado de 
conservación.  
4. Asumir los riesgos de destrucción, pérdida o daño de los bienes dados en garantía, salvo en aquellos casos en que se 
hubiere contratado un seguro a favor del acreedor garantizado, y  
5. Pagar todos los gastos e impuestos relacionados con los bienes en garantía.  
Parágrafo. El acreedor podrá escoger en caso de venta o cesión de los bienes gravados, que estos se subroguen por el 
precio de la cesión o venta o por los dineros que se reciban, o mantener bienes por la misma cuantía, o perseguir los bienes 
objeto de la garantía en poder de quien los haya adquirLGR�´ (Subraya fuera de texto)  
 















CONSTANCIA SECRETARIAL. Diciembre 01 de 2021. A despacho del señor 
Juez las presentes diligencias, informando que la apoderada judicial de RCI 
COLOMBIA solicita levantamiento de medida de embargo del vehículo del 
vehículo GTN 789 por existir prelación de garantías mobiliarias.  
 
Sírvase proveer. 
	  
	  
NANCY DAHIANA RINCÓN ARREDONDO  
Secretaria Oficina de Ejecución  
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN CIVIL MUNICIPAL  

Manizales, Caldas, diciembre (01) de dos mil veintiuno (2021)  
 

PROCESO:  EJECUTIVO SINGULAR  
RADICADO:  17001-40-03-008-2021-00068-00 
DEMANDANTE: COOPERATIVA MULTIACTIVA 

                                 DEMANDADO:            LAWRA JUDITH RAMÍREZ PATIÑO  
                                                                      CESAR AUGUSTO IPUZ BARRERA 
 

ANTECENDENTES 
 

Revisado los documentos que reposan en el plenario se tiene que la 
apoderada judicial de RCI COLOMBIA debidamente facultada solicita al despacho 
el levantamiento de la medida de embargo del vehículo de placas GTN 789, por 
considerar la existencia de una prelación de las garantías mobiliarias de 
conformidad a los lineamientos de la ley 1676 de 2013 artículo 55 y 56.  

 
Que RCI COLOMBIA actúa en calidad de acreedor del vehículo de placas 

GTN789, considerando tener mayor derecho respecto del bien embargado dentro 
del este proceso y solicitó se ordene el levantamiento de las medidas cautelares 
que se hayan decretado sobre el vehículo GTN 789.  

 
Dentro del presente trámite a través de auto con fecha del 12 de febrero de 

2021 se decretó el embargo del vehículo de placas GTN789 de propiedad de la 
señora LAWRA JUDITH RAMÍREZ PATIÑO librándose los respectivos oficios a la 
a Oficina de Tránsito y Transporte de Manizales.  

 
Una vez inscrito el embargo conforme al Inciso 3º del artículo 38 del C.G.P, 

el juzgado de origen procedió a decretar el secuestro del vehículo de placas GTN 
789 comisionando a la Secretaría de Tránsito y Transporte de Manizales, Caldas.  

 
El 23 de marzo de 2021 se allegó el Despacho Comisorio No. 012 

debidamente diligenciado por la SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE 
dentro del presente proceso EJECUTIVO promovido por la COOPERATIVA 
MULTIACTIVA VIVE SOLUCIONES SOLIDARIAS “COOPVISO” en contra de 
LAWRA JUDITH RAMÍREZ PATIÑO y CÉSAR AUGUSTO IPUZ BARRERA.  



 
Ahora bien, de los documentos allegados al plenario se estable que RCI 

COLOMBIA en efecto tiene una garantía mobiliaria registrada en 
CONFECÁMARAS, de allí evidenciándose la inscripción del Formulario de 
REGISTRO DE GARANTIAS MOBILIARIAS desde el 20 de diciembre de 2019 y 
en el que se describe el vehículo de placa GTN 789.  

 
En uso de sus facultades RCI COLOMBIA adelantó solitud de aprehensión 

y entrega de garantía mobiliaria del vehículo de placas GTN 789 ante los Juzgado 
Municipales de Bogotá correspondiendo al Jugado 28 Civil Municipal de Bogotá 
bajo radicado 17001400300820210006800, el cual fue consultado por el despacho 
a través de la página web de la Rama Judicial1, evidenciando la vigencia del 
trámite.  

 

 
 

A través de oficio del 13 de mayo de 2021 el juzgado prenombrado 
comunica a la Policía Nacional Sijin – Sección Automotores que mediante auto del 
13 de abril de 2021 se decretó la aprehensión del vehículo de placas GTN-789, 
por lo cual, se le informa al agente de tránsito que el vehículo debe ser 
inmovilizado.  

 
CONSIDERACIONES 

 
          Sea lo primero decir, que la garantía mobiliaria deberá inscribirse en el 
Registro de Garantías Mobiliarias para establecer su prelación, además de la 
inscripción que corresponda en el registro general, esto conforme al artículo 11 de 
la ley 1676 de 2013, primer requisito que se encuentra acreditado en la presente 
solicitud como se puede observar en los documentos adjuntos por el peticionario, 
y en el que se puede constatar que no existe registro de medida judicial o 
administrativa.  

 

                                     
1https://procesos.ramajudicial.gov.co/procesoscs/ConsultaJusticias21.aspx?EntryId=pxLMuyo%2baI9SDIdpeQVGtaT
W9Gs%3d 



en igual sentido debe, es menester traer a colación lo dispuesto en la ley 
1676 de 20132, que establece: 

 
“Artículo 48. Prelación entre garantías constituidas sobre el mismo bien en 
garantía.  

La prelación de una garantía mobiliaria sin tenencia, incluyendo la de sus bienes 
derivados o atribuibles, constituida de conformidad con esta ley, así como los gravámenes 
surgidos por ministerio de la ley, judiciales y tributarios, se determina por el momento de 
su inscripción en el registro, la cual puede preceder al otorgamiento del contrato de 
garantía. 

Una garantía mobiliaria que sea oponible mediante su inscripción en el registro, tendrá 
prelación sobre aquella garantía que no hubiere sido inscrita.  

Respecto de garantías cuya oponibilidad frente a terceros de conformidad con lo previsto 
en esta ley, ocurre por la tenencia del bien o por el control sobre la cuenta de depósito 
bancario, la prelación se determinará por el orden temporal de su oponibilidad a terceros. 

Si la garantía mobiliaria no se inscribió en el registro, su prelación contra otros acreedores 
garantizados con garantías mobiliarias no registradas será determinada por la fecha de 
celebración del contrato de garantía. 

Entre una garantía mobiliaria oponible a terceros mediante su inscripción en el registro y 
una garantía mobiliaria oponible a terceros por cualquier otra forma prevista en esta ley, la 
prelación será determinada, cualquiera que sea la fecha de constitución por el orden 
temporal de su inscripción o por la fecha de su oponibilidad a terceros, de ser esta 
anterior.” 

(…) 
 

“Artículo 55. Reglas adicionales sobre la prelación de las garantías mobiliarias. 

1. La prelación de las garantías mobiliarias sobre créditos se determinará por el momento 
de su inscripción en el Registro. 

2. La prelación de una garantía mobiliaria sobre depósitos en cuentas bancarias se tiene 
desde que se entra en control de la misma. Lo dispuesto en este capítulo no impide que el 
acreedor garantizado ejerza su derecho a compensación de acuerdo con la ley. 

3. La prelación de una garantía mobiliaria se hará extensiva a todos los bienes en 
garantía incluidos en el formulario de registro y los bienes atribuibles con independencia 
de si esos bienes han sido adquiridos por el garante con anterioridad al otorgamiento de 
la garantía o posteriormente. 

4. La prelación entre una garantía mobiliaria constituida sobre un bien desafectado en los 
términos del artículo 5° de esta ley y una garantía constituida sobre el bien inmueble al 
que el bien en garantía se encuentre incorporado, estará dada por el momento de 
inscripción en el registro de garantías mobiliarias o del registro en el Registro de 
Instrumentos Públicos correspondiente.” 

De las normas en cinta, se puede comprobar de los documentos que acompañan 
la solicitud objeto de decisión, en efecto existe una prelación por parte de RCI 
COLOMBIA quien ejerció su derecho de inscripción y ejecución en 
CONFECÁMARAS, también se evidencia solicitud de trámite de aprehensión y 
entrega inmobiliaria la cual se adelanta ante el Juzgado 28 Civil Municipal de 
Bogotá.  
                                     
2 Por la cual se promueve el acceso al crédito y se dictan normas sobre garantías mobiliarias. 



Aunado, se constata la veracidad de lo manifestado por la apoderada judicial de 
RCI COLOMBIA y de conformidad a los lineamientos de la norma traída a colación 
no hay duda para el Despacho que RCI COLOMBIA es acreedor prevalente y que 
ostenta la viabilidad del levantamiento de embargo y secuestro del rodante de 
placa GTN 789.  

Así las cosas, se ordenará el levantamiento de embargo y secuestro del vehículo 
de placas GTN789 de propiedad de la señora LAWRA JUDITH RAMÍREZ 
PATIÑO, identificada con la cédula de ciudadanía nro. 1.069.762.955. 

Requiérase al auxiliar de la justicia indicándole que deberá hacer entrega del bien 
a la apoderada judicial de RCI Colombia Dra. Carolina Abello Otalora con T.p. 
129.978 del C.S. de la J, y deberá rendir cuentas finales de su gestión, so pena de 
no fijársele honorarios finales para su gestión.  

Adicional, se tiene que a través de oficio N° OECM 21-4330 del 17 de agosto de 
2021 el JUZGADO PRIMERO DE EJECUCION CIVIL MUNICIPAL DE 
MANIZALES solicita embargo de remanentes, no obstante, se evidencia que las 
partes a las que hace referencia no coinciden con el presente trámite judicial por lo 
tanto NO SE ACCEDE a lo solicitado.  

Finalmente, a través de la OECM, désele traslado a la liquidación de crédito 
presentada por la mandataria judicial de la parte demandante de conformidad a los 
lineamientos del artículo 110 del C.G.P. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Ejecución Civil Municipal de 
Manizales,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: ORDENAR el levantamiento de embargo y secuestro del vehículo de 
placas GTN789 de propiedad de la señora LAWRA JUDITH RAMÍREZ PATIÑO, 
identificada con la cédula de ciudadanía nro. 1.069.762.955. 

SEGUNDO: REQUERIR al auxiliar de la justicia indicándole que deberá hacer 
entrega del bien a la apoderada judicial de RCI Colombia Dra. Carolina Abello 
Otalora con T.p. 129.978 del C.S. de la J, y deberá rendir cuentas finales de su 
gestión, so pena de no fijársele honorarios finales para su gestión. 

TERCERO: NO SE ACCEDE a lo solicitado por el JUZGADO PRIMERO DE 
EJECUCION CIVIL MUNICIPAL DE MANIZALES de acuerdo a lo manifestado en 
la parte considerativa de esta providencia.  

CUARTO: a través de la OECM, désele traslado a la liquidación de crédito 
presentada por la mandataria judicial de la parte demandante de conformidad a los 
lineamientos del artículo 110 del C.G.P. 
	  
QUINTO: Por la Oficina de Ejecución Civil Municipal, líbrese los oficios 
respectivos.  

 
 



NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

 
 

PABLO ANDRES ARANGO HINCAPIE 
JUEZ 

 
 

JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN CIVIL 
MUNICIPAL MANIZALES – CALDAS 

 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 
El auto anterior se notifica en el Estado No. ________ 

 
Manizales, _______ de ________________de 2021  

 
 

Nancy Dahiana Rincón Arredondo 
Secretaria Oficina Ejecución  

 

ILM 

 



 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL  

DISTRITO JUDICIAL DE SINCELEJO       

Sala Civil – Familia – Laboral 

 

Magistrada ponente 

CLAUDIA PATRICIA PIZARRO TOLEDO 

 

Sincelejo Sucre, ocho (8) de agosto de dos mil veintidós (2022)  

 

Referencia : PROCESO EJECUTIVO SINGULAR DE MAYOR CUANTIA  

Accionante : JOSÉ DAIRON VILLEGAS PINEDA 

Accionado : NUEVA CLÍNICA COROZAL S.A.S. Y OSSIAN DÍAZ 

VERGARA 

Consecutivo : 700013103006201700342-01 

 

 

ASUNTO  

 

Se decide recurso de apelación invocado por el apoderado 

judicial de la parte demandante José Dairon Villegas Pineda contra 

el auto datado 7 de diciembre de 2021, proferido por el Juzgado 

Sexto Civil del Circuito de Sincelejo, dentro del proceso de la 

referencia. 

 

ANTECEDENTES 

 

El presente proceso tuvo su origen en la demanda ejecutiva 

presentada por el señor JOSÉ DAIRON VILLEGAS PINEDA a través 

de endosatario para el cobro judicial contra la sociedad NUEVA 

CLINICA COROZAL S.A.S., y el señor OSSIAN DÍAZ VERGARA, para 

obtener el pago de la obligación contenida en dos cheques; el 

primero identificado con No. 8043265 de fecha noviembre 10 de 

2017 por valor de $40.000.000 y el segundo, número LB898776 de 

fecha noviembre 10 de 2017 por valor de $220.000.00. 
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Por medio de auto de fecha 22 de enero de 2018, el Juzgado 

de instancia, libró mandamiento de pago de mayor cuantía contra 

la sociedad NUEVA CLINICA COROZAL S.A.S y el señor OSSIAN 

DÍAZ VERGARA, en la forma reclamada así: 

 
“a) Por el cheque No.8043265 la suma de CUARENTA 

MILLONES DE PESOS ($40.000.000) por concepto de capital. 
 

b) Por el cheque No. LB898776 la suma de DOSCIENTOS 
VEINTE MILLONES DE PESOS ($220.000.000) por concepto de 
capital. Más los intereses moratorios a la máxima tasa porcentual 

establecida por la superintendencia Financiera, causados desde 
el día que se hizo exigible la obligación hasta que se efectúe el 

pago” 

 

Y en auto de fecha 16 de agosto de 2018, ordenó seguir 

adelante la ejecución como se dispuso en el mandamiento ejecutivo. 

 

La parte ejecutante solicitó el embargo y secuestro del rodante 

de placas EJO936 de propiedad del demandado Ossian Díaz Vergara, 

lo cual le fue concedido por la juez de instancia mediante proveído 

de fecha 23 de enero de 2019.  

 

Posterior, la apoderada de la empresa MAF COLOMBIA S.A.S 

solicitó al Juzgado el levantamiento de la medida de embargo del 

automotor, dado que el ejecutado en esta causa le adeuda un 

crédito por ese vehículo que se encuentra respaldado a su favor con 

prenda sin tenencia y ante el incumplimiento de su obligación de 

pago, le inició trámite de pago directo, con fundamento en lo 

dispuesto por el decreto 1835 de 2015 y la ley 1676 del 2013, en 

aras de recuperarlo.  

 

Mediante auto de 7 de diciembre de 2021, la A- quo luego de 

verificar, por una parte, que el contrato de la garantía mobiliaria de 

adquisición sin tenencia del acreedor suscrito por el aquí ejecutado 

y esa sociedad se inscribió en el registro ante CONFECAMARAS con 

anterioridad al decreto de embargo sobre dicho bien en este 

proceso, dio aplicación a lo dispuesto por el art. 48 y s.s. de la ley 

1673 de 2013, esto es, la prelación de garantías mobiliarias sobre 

créditos y por otro lado, que la acreedora hizo uso de la figura de 
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pago directo consagrada en el art. 60 de la predicha ley 1673, 

decidió acceder al levantamiento de la medida cautelar de embargo, 

secuestro y retención del vehículo TOYOTA FORTUNER EJO-936 de 

propiedad del ejecutado.  

   

La ejecutante inconforme con la anterior decisión, interpuso 

recurso de reposición y en subsidio de apelación, arguyendo que la 

determinación judicial de levantar la medida cautelar que recae 

sobre el vehículo embargado, resulta desproporcionada por  cuanto 

desampara totalmente la obligación objeto de recaudo; que las 

disposiciones consagradas en la Ley 1676 de 2013 y el Decreto 1835 

de 2015, no implican el desconocimiento absoluto de otras 

obligaciones que recaigan sobre el vehículo en cuestión y que 

cuando la empresa MAF COLOMBIA S.A.S., ejecuta el pago directo, 

resultó de su conocimiento la existencia de otra obligación de la cual 

se derivaron medidas cautelares que recaían sobre el vehículo, sin 

embargo no integró al proceso de pago directo al acreedor que se 

presentó para que se hiciera valer su crédito. 

 

La jueza de primer grado explicó que la empresa MAF 

COLOMBIA como acreedor privilegiado hizo uso de la garantía que 

tiene a su favor y aplicó el mecanismo de PAGO DIRECTO para 

adjudicarse el bien para sí, lo cual se ajusta a la ley, por ello ordenó 

el levantamiento de las medidas cautelares que pesan sobre el 

vehículo embargado; indicándole al interesado que esa liberación 

del gravamen no deja desprotegidos a los demás acreedores  

conforme a lo estipulado por el parágrafo 1º del art.60 de la Ley 

1676/13, pues en el evento de que el bien supere el valor del pago 

del crédito, aquellos podrán solicitar al Juzgado correspondiente del 

domicilio del garante el embargo del remanente, en caso de que 

llegare a existir; asimismo los tales podrán perseguir bienes 

distintos que posea el deudor para solventar su crédito.  

 

CONSIDERACIONES 
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 En el presente caso el problema jurídico se centra en 

determinar, si el levantamiento de la medida cautelar de embargo, 

secuestro y retención decretada sobre el vehículo de placas EJO936 

de propiedad del demandado, en virtud de la garantía real a favor 

de la empresa MAF COLOMBIA S.A.S., desconoce y desampara el 

crédito del ejecutante José Dairon Villegas Pineda, en este asunto. 

 

En primer orden, esta Magistratura debe precisar que, de 

conformidad con lo dispuesto en el numeral 6° del artículo 468 del 

C.G.P, los créditos con garantías reales, tienen prelación sobre otros 

créditos sin garantía real en el registro especial al que se encuentre 

sujeto el bien sobre el cual se constituye la garantía.  

 

En segundo lugar, la ley 1676 de 2013, regula lo atinente a la 

constitución, oponibilidad, prelación y ejecución de las garantías 

mobiliarias sobre obligaciones de toda naturaleza. De conformidad 

con lo dispuesto en su artículo 21, la protección mobiliaria es 

oponible a terceros, siempre que esta se encuentre inscrita en el 

Registro Especial al que esté sujeto el bien inmueble sobre el cual 

se haya pactado el resguardo, o por la entrega de la tenencia o por 

el control de los bienes dados en garantía al acreedor favorecido a 

quien este designe, sin que contra ella se pueda admitir oposición o 

derecho de retención. 

 

 Todo ello ratificado por el articulo 48 ejusdem, cuando señala: 

“la garantía mobiliaria, una vez cumplido el requisito de 

oponibilidad, tendrá prevalencia sobre aquella garantía que no 

hubiere sido inscrita”. 

 

 Ahora bien, la ley en comento le otorga al acreedor 

garantizado varias alternativas para que haga efectivo el crédito a 

su favor, entre ellas, el Pago Directo estatuido en el artículo 60 de 

la misma legislación, operación que refiere a que “el acreedor se 

adjudica para sí el bien dado en garantía cuando las partes así lo hayan pactado 
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o cuando el acreedor garantizado ejerza la tenencia del bien. En este escenario, 

si el valor del bien supera el monto de la obligación garantizada, el acreedor, 

luego de deducir los gastos y costos, deberá poner a disposición de otros 

acreedores inscritos o a falta de estos, al deudor o propietario según sea el caso, 

para lo cual deberá constituir un título judicial a nombre de quien corresponda” 

ello, de conformidad con el parágrafo 1° del artículo en cita y con el 

numeral 7 del artículo 2.2.2.4.2.3 del decreto reglamentario 1835 de 

2015. 

 

 Conforme al segundo inciso del mismo artículo, en el evento 

en que el deudor no haga entrega voluntaria al acreedor garantizado 

del bien sobre el cual gravita la garantía mobiliaria, este último 

podrá acudir al operador judicial a fin de que libre orden de 

aprehensión y entrega del bien. 

 

 Otra de las alternativas con las que cuenta el acreedor 

garantizado para hacer efectivo su crédito, es la ejecución judicial, 

dispuesta en el artículo 61 de la ley en comento, que se practicará 

en los términos de los artículos 467 y 468 del C.G.P., esto es, un 

proceso ejecutivo con garantía real.  

 

También se puede perseguir el pago de la obligación mediante 

la vía de ejecución especial de la garantía, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 62 de la misma ley 1676 de 2013 y el artículo 

2.2.2.4.2.4 y subsiguientes del decreto 1835 de 2015, en los que 

la misma norma estableció como requisitos: i) el acuerdo previo de 

las partes en el contrato de garantía o en los acuerdos que lo 

modifiquen, ii) que el acreedor garantizado sea tenedor del bien dado 

en garantía, iii) que el acreedor tenga derecho legal de retención del 

bien, iv) que el bien tenga un valor inferior a veinte (20) salarios 

mínimos mensuales legales vigentes; v) que se cumpla un plazo o una 

condición resolutoria de una obligación, y vi) que el bien sea 

perecedero. El procedimiento de esta modalidad de ejecución de la 

obligación se llevará a cabo conforme al procedimiento definido en 

el artículo 65 ibídem.  
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Ahora, en cualquiera de los dos últimos escenarios que se 

ejecute la obligación, esto es, la ejecución judicial del artículo 61, 

ora la ejecución especial de garantía del artículo 62, se procederá 

con la negociación del bien garantía en subasta o en la enajenación, 

por lo que la obligación será satisfecha con el fruto de la venta del 

mueble. 

 

Cabe advertir también que, en el escenario de optar por las 

modalidades de ejecución que implican la venta del bien -garantía y 

que el valor del bien supere el monto de la obligación, el excedente 

será destinado al pago de los créditos de los demás 

acreedores inscritos, previa deducción de gastos y costos, al 

deudor o propietario del bien rematado o enajenado, para lo que 

deberá constituirse un título judicial. 

 

Descendiendo al caso en concreto, se vislumbra que la 

empresa MAF COLOMBIA S.A.S., acreedora garantizada con 

respaldo mobiliario, optó por la modalidad de Pago Directo de que 

trata el artículo 60 de la pluricitada ley 1676 de 2013, opción en la 

que no se realiza la venta del bien en diligencia de remate o 

enajenación, sino que el acreedor se adjudica el bien para sí mediante 

el traspaso, previa aprehensión del bien.  Por lo que al verificarse las 

condiciones del contrato de garantía mobiliaria en aras de 

establecer, si los suscribientes habían acordado que el acreedor 

podía hacer uso de la modalidad de pago directo, se avizora en el 

referido contrato (sección 7.3), que el deudor Ossian Díaz Vergara 

y la acreedora sí convinieron que, para la ejecución de la obligación, 

el acreedor garantizado podía hacer uso de cualquiera de las 

alternativas previstas en la ley y relacionadas en renglones 

precedentes; de este modo se cumplieron los presupuestos para la 

ejecución de la obligación elegida por la empresa acreedora vía pago 

directo. 
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Así las cosas, luego de la inmovilización y aprehensión del 

vehículo de propiedad del demandado por orden del Juzgado 

Cincuenta y Tres Civil Municipal de Bogotá, el trámite a seguir sería 

el traspaso del vehículo a nombre de la empresa MAF COLOMBIA 

S.A., mismo que, no sería posible si sobre el rodante se encuentra 

vigente y registrada una medida cautelar de embargo decretada en 

otro proceso ejecutivo contra el mismo deudor; en ese orden, si bien 

la ley 1676 de 2013 no dispone expresamente que para el traspaso 

se deban levantar las demás medidas cautelares, por cuestiones 

lógicas legales se infiere la imposibilidad de la cesión, si sobre el 

bien mueble se encuentra inscrita una cautela. De ahí, que resulte 

imperioso su levantamiento, toda vez que, de insistir en mantener 

el recaudo, se desnaturalizaría el contrato de garantía mobiliaria 

suscrito entre la acreedora y el accionado Ossian Diaz Vergara, el 

cual fue celebrado conforme lo indica la ley 1676 de 2013 y el 

decreto reglamentario 1835 de 2015, sin perjuicio de la inocuidad 

de la prelación de la garantía real de que trata el numeral 6° del 

artículo 468 del C.G.P., al resultar materialmente imposible de 

ejecutar. 

 

Así, el mecanismo de pago directo ejecutado por la empresa 

MAF COLOMBIA S.A.S., se itera, no supone el desamparo de los 

créditos de otros acreedores, si el valor del vehículo supera el valor 

de la obligación que se le adeuda a esa sociedad, quien luego de 

deducir los gastos y costos, deberá poner el excedente a disposición 

de los otros acreedores inscritos o a falta de estos, al deudor o 

propietario según sea el caso, para lo cual deberá constituir un título 

judicial en el Banco Agrario a nombre de quien corresponda,  

conforme lo indica el parágrafo 1° del artículo 60 de la ley 1676 y el 

numeral 7 del artículo  2.2.2.4.2.3 del decreto reglamentario.  

 

Y es que no es posible lo propuesto por el recurrente, porque 

como se indicó anteriormente, la aplicación del producto de la venta 

de los bienes en garantías, prevista en el artículo 70 de la ley 1676 

de 2013, solo es procedente cuando el acreedor garantizado acude 

a los mecanismos de ejecución judicial y la ejecución especial de la 
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garantía, lo cual resulta inviable cuando se elige el mecanismo de 

pago directo como acontece en el presente. 

 

Así las cosas y como con acierto lo señaló el Juzgado de 

instancia, el accionante puede perseguir el pago de su crédito 

mediante el embargo de otros bienes o productos financieros que 

posea el demandado Ossian Díaz Vergara, por tal razón su decisión 

habrá de respaldarse. 

 

Las costas estarán a cargo del apelante por el sentido 

desfavorable del recurso. 

 

En mérito de lo expuesto, la Magistrada Sustanciadora,  

 

RESUELVE:  

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto del 7 de diciembre de 2021, 

proferido por el Juzgado Sexto Civil del Circuito de Sincelejo, en 

atención a todo lo expuesto. 

 

SEGUNDO: COSTAS en esta instancia a cargo del recurrente. 

Como agencias en derecho se fija la suma 900.000, para que sean 

incluidas en la liquidación que practique en su oportunidad el 

Juzgado de primer grado. 

 

TERCERO: Ejecutoriado el presente proveído, DEVUÉLVASE el 

expediente a la unidad judicial de origen. DÉSELE salida del 

aplicativo TYBA. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Firmado electrónicamente  
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Magistrada  
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